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I) NOVEDADES NORMATIVAS

En esta sesión del presente seminario, hay algunas novedades normativas, estatales y autonómicas, que merecen ser destacadas en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios desde la fecha de presentación del anterior informe. Se ha tomado como referencia el BOE y el BOA hasta los respectivos números del día 13 de junio de 2020 y también en cuanto a los boletines oficiales de las provincias aragonesas.

1. Estado

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

BOE núm. 67, de 14 de marzo de 2020

Disposición adicional tercera. Suspensión de plazos administrativos.

1. Se suspenden términos y se interrumpen los plazos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo.

2. La suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará a todo el sector público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

3. No obstante lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución motivada, las medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar perjuicios graves en los derechos e intereses del interesado en el procedimiento y siempre que éste manifieste su conformidad, o cuando el interesado manifieste su conformidad con que no se suspenda el plazo.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, desde la entrada en vigor del presente real decreto, las entidades del sector público podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos administrativos que vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que sean indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los servicios.

5. La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos a que se hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a los procedimientos administrativos en los ámbitos de la afiliación, la liquidación y la cotización de la Seguridad Social.

6. La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos administrativos a que se hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a los plazos tributarios, sujetos a normativa especial, ni afectará, en particular, a los plazos para la presentación de declaraciones y autoliquidaciones tributarias.

Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 1 de junio de 2020, por la disposición derogatoria única.2 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, y desde esa fecha, el cómputo de los plazos administrativos que hubieran sido suspendidos se reanudará, o se reiniciará, si así se hubiera previsto en una norma con rango de ley aprobada durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, según determina el art. 9 del citado Real Decreto. 

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19. 

BOE núm. 73, de 18 de marzo de 2020

Artículo 33. Suspensión de plazos en el ámbito tributario 

1. Los plazos de pago de la deuda tributaria previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 62 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, los vencimientos de los plazos y fracciones de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento concedidos, los plazos relacionados con el desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren los artículos 104.2 y 104  bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, y los plazos para atender los requerimientos, diligencias de embargo y solicitudes de información con trascendencia tributaria, para formular alegaciones ante actos de apertura de dicho trámite o de audiencia, dictados en procedimientos de aplicación de los tributos, sancionadores o de declaración de nulidad, devolución de ingresos indebidos, rectificación de errores materiales y de revocación, que no hayan concluido a la entrada en vigor de este real decreto-ley, se ampliarán hasta el 30 de mayo de 2020.

Adicionalmente, en el seno del procedimiento administrativo de apremio, no se procederá a la ejecución de garantías que recaigan sobre bienes inmuebles desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el día 30 de mayo de 2020.

2. Los plazos previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 62 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, los vencimientos de los plazos y fracciones de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento concedidos, así como los plazos relacionados con el desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren los artículos 104.2 y 104  bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, además del establecido para atender los requerimientos, diligencias de embargo, solicitudes de información o actos de apertura de trámite de alegaciones o de audiencia que se comuniquen a partir de la entrada en vigor de esta medida se extienden hasta el 30 de mayo de 2020, salvo que el otorgado por la norma general sea mayor, en cuyo caso éste resultará de aplicación.

3. Si el obligado tributario, no obstante la posibilidad de acogerse a la ampliación de los plazos de los apartados anteriores o sin hacer reserva expresa a ese derecho, atendiera al requerimiento o solicitud de información con trascendencia tributaria o presentase sus alegaciones, se considerará evacuado el trámite.

En las subastas celebradas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, a través del Portal de Subastas de la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado, afectadas por lo establecido en los apartados 1 y 2 del presente artículo, el licitador podrá solicitar la anulación de sus pujas y la liberación de los depósitos constituidos.

También tendrán derecho a la devolución del depósito y, en su caso, del precio del remate ingresado, cuando así lo soliciten, los licitadores y los adjudicatarios de las subastas en las que haya finalizado la fase de presentación de ofertas y siempre que no se hubiera emitido certificación del acta de adjudicación de los bienes u otorgamiento de escritura pública de venta a la entrada en vigor del presente real decreto-ley. En este caso, no será de aplicación la pérdida del depósito regulada en el artículo 104.bis letra f) del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de las especialidades previstas por la normativa aduanera en materia de plazos para formular alegaciones y atender requerimientos.

5. El período comprendido desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley hasta el 30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los procedimientos de aplicación de los tributos, sancionadores y de revisión tramitados por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, si bien durante dicho período podrá la Administración impulsar, ordenar y realizar los trámites imprescindibles.

6. El período a que se refiere el apartado anterior no computará a efectos de los plazos establecidos en el artículo 66 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, ni a efectos de los plazos de caducidad.

7. A los solos efectos del cómputo de los plazos previstos en el artículo 66 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en el recurso de reposición y en los procedimientos económico-administrativos, se entenderán notificadas las resoluciones que les pongan fin cuando se acredite un intento de notificación de la resolución entre la entrada en vigor del presente real decreto-ley y el 30 de mayo de 2020.

El plazo para interponer recursos o reclamaciones económico-administrativas frente a actos tributarios, así como para recurrir en vía administrativa las resoluciones dictadas en los procedimientos económico-administrativos, no se iniciará hasta concluido dicho período, o hasta que se haya producido la notificación en los términos de la Sección Tercera del Capítulo II del Título III de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre General Tributaria, si esta última se hubiera producido con posterioridad a aquel momento.

8. Los plazos para atender los requerimientos y solicitudes de información formulados por la Dirección General del Catastro que se encuentren en plazo de contestación a la entrada en vigor de este real decreto-ley se amplían hasta el 30 de mayo de 2020.

Los actos de apertura de trámite de alegaciones o de audiencia que se comuniquen a partir de la entrada en vigor de esta medida por la Dirección General del Catastro tendrán de plazo para ser atendidos hasta el 30 de mayo de 2020, salvo que el otorgado por la norma general sea mayor, en cuyo caso este resultará de aplicación.

Si el obligado tributario, no obstante, la posibilidad de acogerse a la ampliación de los plazos de los apartados anteriores o sin hacer reserva expresa a ese derecho, atendiera al requerimiento o solicitud de información con trascendencia tributaria o presentase sus alegaciones, se considerará evacuado el trámite.

El período comprendido desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el 30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los procedimientos iniciados de oficio, si bien durante dicho período podrá la Administración impulsar, ordenar y realizar los trámites imprescindibles.

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19. 
BOE núm. 91, de 1 de abril de 2020

CAPÍTULO III

Otras medidas

[ . . . ]

Artículo 53. Suspensión de plazos en el ámbito tributario de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales.

Lo dispuesto en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, será de aplicación a las actuaciones, trámites y procedimientos que se rijan por lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos desarrollo y que sean realizados y tramitados por las Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales, siendo asimismo aplicable, en relación con estas últimas, a las actuaciones, trámites y procedimientos que se rijan por el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

 [ . . . ]

Disposición adicional novena. Aplicación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 a determinados procedimientos y actos.

1. El período comprendido desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima del plazo para la ejecución de las resoluciones de órganos económico-administrativos.

2. Desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de mayo de 2020 quedan suspendidos los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos contemplados en la normativa tributaria.

3. Lo previsto en los apartados anteriores será de aplicación a los procedimientos, actuaciones y trámites que se rijan por lo establecido en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos desarrollo y que sean realizados y tramitados por parte de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, del Ministerio de Hacienda, o por las Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, así como, en el caso de estas últimas, a los que se rijan por el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

4. Lo previsto en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, para las deudas tributarias, resultará de aplicación a los demás recursos de naturaleza pública, excepto a los recursos de la Seguridad Social.
(…)
Disposición adicional octava. Ampliación del plazo para recurrir.

1. El cómputo del plazo para interponer recursos en vía administrativa o para instar cualesquiera otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje que los sustituyan de acuerdo con lo previsto en las Leyes, en cualquier procedimiento del que puedan derivarse efectos desfavorables o de gravamen para el interesado, se computará desde el día hábil siguiente a la fecha de finalización de la declaración del estado de alarma, con independencia del tiempo que hubiera transcurrido desde la notificación de la actuación administrativa objeto de recurso o impugnación con anterioridad a la declaración del estado de alarma. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la eficacia y ejecutividad del acto administrativo objeto de recurso o impugnación.

2. En particular, en el ámbito tributario, desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de mayo de 2020, el plazo para interponer recursos de reposición o reclamaciones económico administrativas que se rijan por la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos de desarrollo empezará a contarse desde el 30 de mayo de 2020 y se aplicará tanto en los supuestos donde se hubiera iniciado el plazo para recurrir de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación del acto o resolución impugnada y no hubiese finalizado el citado plazo el 13 de marzo de 2020, como en los supuestos donde no se hubiere notificado todavía el acto administrativo o resolución objeto de recurso o reclamación. Idéntica medida será aplicable a los recursos de reposición y reclamaciones que, en el ámbito tributario, se regulan en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

3. Aquellos procedimientos de contratación cuya continuación haya sido acordada por las entidades del sector público de conformidad con lo previsto en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 serán susceptibles de recurso especial en los términos establecidos en la propia Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, sin que el 

procedimiento de recurso pueda considerarse suspendido al amparo de lo dispuesto en el apartado primero de la citada disposición adicional tercera.

En ningún caso resultará de aplicación lo previsto en el apartado 1 de esta disposición adicional a aquellos procedimientos de contratación cuya continuación haya sido acordada por las entidades del sector público de conformidad con lo previsto en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID 19, por lo que los plazos del recurso especial previstos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público continuarán computándose en los términos establecidos en dicha Ley.

 [ . . . ]

Disposición transitoria quinta. Aplicación de determinadas medidas del real decreto-ley.

Lo dispuesto en el artículo 53 de este real decreto-ley, será de aplicación a los procedimientos cuya tramitación se hubiere iniciado con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo. 
BOE núm. 112, de 22 de abril de 2020
(…)

CAPÍTULO III

Medidas fiscales

Artículo 8. Tipo impositivo aplicable del Impuesto sobre el Valor Añadido a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de bienes necesarios para combatir los efectos del COVID-19.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y vigencia hasta el 31 de julio de 2020, se aplicará el tipo del 0 por ciento del Impuesto sobre el Valor Añadido a las entregas de bienes, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de bienes referidos en el Anexo de este real decreto-ley cuyos destinatarios sean entidades de Derecho Público, clínicas o centros hospitalarios, o entidades privadas de carácter social a que se refiere el apartado tres del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. Estas operaciones se documentarán en factura como operaciones exentas.
Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo. Adopta medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19

BOE 27 mayo 2020, núm. 150
“(…)

Disposición transitoria segunda. Ampliación del plazo de no devengo de intereses de demora para los aplazamientos del artículo 14 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, y del artículo 52 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 

Las modificaciones del apartado 4 del artículo 14  del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, y del apartado 6 del artículo 52 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, se aplicarán, respectivamente, a las solicitudes de aplazamiento que se hubieran presentado a partir de la entrada en vigor de dichos Reales Decretos-leyes 7/2020, de 12 de marzo, y 11/2020, de 31 de marzo.
(…)
Disposición final séptima. Modificación del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19 

El apartado 4 del artículo 14 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, queda redactado del siguiente modo:

«4. Las condiciones del aplazamiento serán las siguientes:

a) El plazo será de seis meses.

b) No se devengarán intereses de demora durante los primeros cuatro meses del aplazamiento.»

Resolución de 4 de marzo de 2020, de la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, por la que se actualiza el Anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017, de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y entidades locales.
BOE núm. 56, de 5 de marzo

Resolución de 2 de abril de 2020, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se establecen las instrucciones a las que habrán de ajustarse el contenido, estructura y formato del informe resumen, así como la solicitud del informe previo a la resolución de discrepancias y la remisión de información contable e informes de auditoría de cuentas anuales de las entidades del sector público local.
BOE núm. 96, de 6 de abril

Resolución de 18 de mayo de 2020, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2020 relativos a las cuotas nacionales y provinciales, y se establece el lugar de pago de dichas cuotas

BOE núm. 142, de 20 de mayo de 2020

La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, creó, en sus artículos 79 a 92, el Impuesto sobre Actividades Económicas.

Por su parte, el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, que aprobó las tarifas e Instrucción del Impuesto señala en su Regla 17.ª que las cuotas nacionales y provinciales serán recaudadas por la Administración Tributaria Estatal.

El artículo 23 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, dispone que la recaudación de deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva podrá realizarse, entre otras modalidades, por cualquiera que se establezca para ingreso de los recursos de la Hacienda Pública.

El artículo 62.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, confiere a la Administración Tributaria competente la facultad de modificar el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas referidas en el párrafo anterior.

La Orden PRE/3851/2007, de 10 de diciembre, por la que se establecen los Departamentos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y se les atribuyen funciones y competencias, en su artículo 6.2, atribuye al titular del Departamento de Recaudación de dicho Organismo Público la competencia de modificar el plazo voluntario de ingreso de las deudas de notificación colectiva y periódica cuya gestión se realice por la mencionada Agencia.

Por todo ello, he acordado dictar la siguiente Resolución:

Uno.

Para las cuotas nacionales y provinciales del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2020, se establece que su cobro se realice a través de las Entidades de crédito colaboradoras en la recaudación, con el documento de ingreso que a tal efecto se hará llegar al contribuyente. En el supuesto de que dicho documento de ingreso no fuera recibido o se hubiese extraviado, deberá realizarse el ingreso con un duplicado que se recogerá en la Delegación o Administraciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria correspondientes a la provincia del domicilio fiscal del contribuyente, en el caso de cuotas de clase nacional, o correspondientes a la provincia del domicilio donde se realice la actividad, en el caso de cuotas de clase provincial.

Dos.

Se modifica el plazo de ingreso en período voluntario del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2020 cuando se trate de las cuotas a las que se refiere el apartado uno anterior, fijándose un nuevo plazo que comprenderá desde el 16 de septiembre hasta el 20 de noviembre de 2020, ambos inclusive.
Resolución de 2 de junio de 2020, de la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, por la que se actualiza el Anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017, de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y entidades locales.
BOE núm. 157, de 4 de junio
2. Comunidad Autónoma de Aragón 

En el presente apartado se vienen a comentar aquellas disposiciones normativas más relevantes de la Comunidad Autónoma de Aragón que, encontrándose referidas a los aspectos propios de la hacienda pública, afectan a las Entidades locales. 
En los meses a los que se refiere este comentario no hay disposiciones que respondan a estos parámetros.
3. Ordenanzas fiscales
Desde el mes de marzo de 2020 se han aprobado los siguientes anuncios referidos a la aprobación provisional, o bien los correspondientes con la aprobación definitiva. 
	Día
	BOPZ
	BOPTE
	BOPHU

	
	Provisional
	Definiitiva
	Provisional
	Definitiva
	Provisional
	Definiitiva

	2/3/20
	 
	 
	 
	Puertomingalvo, tasa suministro agua; concesión licencias urbanísticas; utilización albergue municipal
	Entidad menor El Temple, tasa piscinas
	 

	3/3/20
	 
	 
	La Fresneda, tasa instalación puestos, barracas…; servicio de TV por cable
	Aguaviva, tasa tránsito de ganado por vías urbanas; basuras; tenencia animales peligrosos; matadero; ocupación vuelo; alcantarillado y suministro; IVTM; ICIO
	 
	 

	4/3/20
	Remolinos, ICIO
	Ricla, tasa licencia obras
	Orihuela del Tremedal, tasa tanatorio; Híjar, tasa piscina
	Oliete, tasa sala duelos
	 
	 

	6/3/20
	Jaraba, precios público svisitas y venta artículos exposición juguete recortable; visitas guiadas en la villa termal; Pedrola, precio público escuela infantil; tasa piscinas; tasa venta ambulante; IVTM
	Pedrola, precio público por la venta de materiales de fiestas
	Fortanete: ICIO y tasa licencias urbanísticas
	Teruel, tasa cementerio
	 
	Estadilla, ICIO

	7/3/20
	Villanueva de Gállego, tasa escuela infantil
	 
	 
	 
	 
	 

	9/3/20
	Pedrola, precios públicos servicios culturales y deportivos
	 
	Mezquita de Jarque, tasa gimnasio; Beceite, precio público aparcamiento El Parrizal
	Cuevas Labradas, tasa servicio comunitario comedor
	Ballobar, tasa centro estancias para mayores; tasa utilización viviendas municipales sociales
	 

	10/3/20
	Alfajarín, tasa residencia mayores, escuela infantil, licencias urbanísticas
	Moneva, tasa abastecimiento, saneamiento y basuras
	 
	 
	 
	Bierge, tasa alcantarillado

	11/3/20
	Contamina, IBI, IVTM, ICIO, tasa basuras, agua, cementerio, licencias urbanísticas; Ricla, tasas merendero y grúa
	 
	 
	Arcos de las salinas, contribución especial
	 
	 

	12/3/20
	 
	 
	Beceite, precio público aparcamiento La Pesquera
	Mosqueruela, tasa servicio conciliación vida familiar y laboral
	 
	 

	13/3/20
	Aguilón, tasa tenencia animales peligrosos
	 
	 
	Moyuela, tasa abastecimiento agua; Bezas, tasa aprovechamiento energético coto 
	 
	 

	16/3/20
	 
	Azuara, IBI; Biota, tasa residencia mayores; Epila, ICIO
	Tramacastiel, "impuesto"(??) sobre aprovechamiento apícola
	Comarca Gúdar Javalambre, tasa prestación de servicios por operarios servicios múltiples y utilización maquinaria; Celadas, tasa cementerios
	 
	 

	17/3/20
	Sos del Rey Católico, tasa actividades deportivas
	 
	Utrillas, tasa instalaciones deportivas
	 
	Alcubierre, tasa velatorio
	 

	18/3/20
	Pastriz, tasa utilización locales y mobiliario; tasa comedor y madrugador; tasa badenes; tasa acceso a internet; precio público piscinas
	 
	 
	Torrecilla de Alcañiz, tasa piscina
	 
	Canfranc, precio público servicio de excursiones y visitas guiadas

	23/3/20
	 
	 
	Cella, tasa pistas pádel
	 
	El Pueyo de Araguás, tasas expedición documentos; visitas guiadas y teatralizadas; utilización enseres municipales
	 

	24/3/20
	 
	 
	 Mazaleón, tasa aprovechamiento cinegético coto caza; Villar del Salz, tasa abastecimiento agua
	Barrachina:  tasa aprovechamiento cinegético coto caza
	 
	 

	27/3/20
	 
	 
	Griegos, tasa basuras
	 
	 
	 

	30/3/20
	La puebla de Alfindén, tasa servicios deportivos y recreativos
	
	 
	 
	 
	 

	1/4/20
	Artieda, IBI
	Gallur, tasa acción social
	 
	 
	 
	 

	2/4/20
	 
	 
	Teruel: Tasa recogida vehículos; tasa zona azul
	 
	 
	 

	7/4/20
	 
	 
	Cosa: ICIO, tasa licencias obras
	 
	 
	 

	16/4/20
	 
	 
	Cuevas de Almudén, tasa aprovechamiento cinegético coto caza; Bordón:  tasa servicio sala duelos
	 
	Comarca Cinca Medio, contribuciones especiales extinción incendios
	 

	17/4/20
	 
	 
	 
	Noguera de Albarracín, tasa expedición documentos
	 
	 

	18/4/20
	Villadoz, tasa cementerio; Villarroya del Campo, tasa cementerio
	 
	 
	 
	 
	 

	20/4/20
	 
	Villamayor de Gállego, IAE, tasa basuras, tasa agua
	 
	Orihuela del Tremedal, tasa tanatorio; Crivillén, IVTM
	 
	 

	21/4/20
	 
	 
	 
	Crivillén, tasa abastecimiento agua
	 
	 

	22/4/20
	 
	 
	 
	Olba, tasa abastecimiento agua
	 
	Huesca, IBI

	24/4/20
	 
	 
	 
	Jarque de la Val, IBI
	 
	 

	29/4/20
	 
	Aguarón, tasa utilización pabellones
	 
	 
	 
	 

	30/4/20
	Castejón de Valdejasa, IBI; tasa por utilización locales e instalaciones
	 
	 
	Jarque de la Val, tasa aprovechamiento cinegético coto caza
	 
	 

	2/5/20
	 
	Cariñena, IBI (aclaración)
	 
	 
	 
	 

	4/5/20
	Villanueva de Gállego, tasa agua
	 
	 
	 
	 
	 

	5/5/20
	 
	Aniñón, tasa nichos cementerio
	Obón, tasa cementerio
	 
	 
	Alcubierre, tasa velatorio

	7/5/20
	 
	 
	 
	 
	San Esteban de Litera, tasa piscinas
	 

	8/5/20
	 
	Sástago, tasa badenes
	 
	 
	 
	 

	11/5/20
	 
	 
	 
	 
	Jaca, tasa por ocupación suelo, subsuelo, vuelo
	Benasque, tasas UDP, veladores, precio público escuela infantil (inaplicación); Estadilla, ICIO

	12/5/20
	 
	 
	 
	Griegos, tasa basuras
	 
	 

	13/5/20
	Albeta, tasas gimnasio; Alfamén, precio público pista pádel; tasa piscina, gimnasio, etc.
	 
	Beceite, precio público aparcamiento El Parrizal
	 
	 
	 

	14/5/20
	Aniñón, precio público gimnasio
	 
	Monreal del Campo, PPCPNT agua y alcantarillado; Villar del Salz, tasa agua
	Villar del Salz, tasa abastecimiento agua
	 
	 

	15/5/20
	 
	 
	Beceite, precio público aparcamiento La Pesquera; La Cuba, tasa licencias de obras
	 
	 
	 

	18/5/20
	 
	 
	Mosqueruela, precio público prestación del servicio de comidas a domicilio; ICI; tasa licencias urbanísticas;  tasa por utilización de maquinaria, herramientas y servicios municipales
	 
	 
	 

	19/5/20
	Alfajarín, IAE
	Alfajarín, tasa escuela infantil; residencia mayores; licencias urbanísticas
	Ráfales, tasa cementerio
	 
	 
	Comarca Cinca Medio, contribuciones especiales extinción incendios

	20/5/20
	 
	 
	 
	
	La Sotonera, ICIO; Lascuarre, IVTM
	 

	21/5/20
	 
	 
	Olba, tasa abastecimiento agua; Aguaviva, tasas aprovechamientos apícolas, cinegéticos, cementerio
	
	Velilla de Cinca, tasa veladores
	 

	25/5/20
	 
	 
	 
	Lidón, IBI
	 
	 

	26/5/20
	Tauste, tasa polideportivo, campo fútbol y piscina
	 
	 
	Monteagudo del Castillo, tasa aprovechamiento cinegético coto municipal
	 
	 

	27/5/20
	Bujaraloz, tasa piscinas
	 
	 
	 
	 
	 

	29/5/20
	 
	 
	 
	Utrillas, tasa instalaciones deportivas
	Pueyo de Santa Cruz, tasa actividades culturales (suspensión); Sabiñánico, tasa UDP; Sahún, tasa piscina
	 

	1/6/20
	 
	 
	Calanda, tasa albergue municipal
	Híjar, tasa piscina municipal
	Binéfar, tasa piscina
	 

	2/6/20
	 
	 
	Aliaga, precio público gimnasio municipal
	 
	San Esteban de Litera, ICIO
	 

	3/6/20
	Borja, tasa utilización DPL; La Muela, tasa UDPL empresas interés general; Velilla de Ebro, tasa cementerio; Villanueva de Gállego, tasa veladores
	 
	Linares de Mora, tasa cementerios; Alcorisa, precios públicos coworking
	 
	Panticosa, tasa utilización locales municipales, tasa veladores, precio público instalaciones deportivas
	 

	4/6/20
	Gallur, tasa veladores; Gelsa, tasa suministro agua y piscinas; La Muela, tasa ocupación subsuelo, suelo vuelo vía pública; La Zaida, IVTM
	 
	Comarca Comunidad de Teruel, tasa expedición documentos catastrales; Rubielos de Mora, tasa veladores; tasa basuras; Alfambra, tasa coto caza; Gea de Albarracín, tasa basura
	 
	Fraga, ICIO, varias tasas y precios públicos; Panticosa, tasa veladores, alcantarillado, basura y agua; Peralta de Alcofea, tasa báscula
	 

	5/6/20
	 
	 
	Albentosa, tasa gimnasio; Noguera de Albarracín, tasa cementerio; Fortanete, contribuciones especiales
	 
	Broto, tasa por UDP instalaciones transporte energía eléctrica, gas o hidrocarburos
	 

	8/6/20
	 
	 
	Alcañiz, tasa ocupación subsuelo, suelo y vuelo; Mas de las Matas, tasas
	Ojos Negros, tasa utilización locales municipales
	 
	 

	9/6/20
	Novallas, tasa piscina
	 
	Orihuela del Tremedal, tasa ferias, industrias callejeras etc
	 
	Graus, tasa veladores; Piedrafita de Jaca, tasa uso proyector y pantalla municipal
	 

	10/6/20
	 
	 
	Albarracín, tasa aparcamiento
	 
	 
	Alcolea de Cinca, tasa badenes

	11/6/20
	Biota; tasas agua, alcantarillado, basuras y ocupación vía pública; Calatorao, tasa veladores; tasas agua, basuras y vertido; Chodes, tasa cementerio
	 
	Utrillas, tasa terrazas y miradores; Monforte de Moyela, tasa por utilización sulfatadora; báscula municipal
	Hinojosa de Jarque, tasa coto caza
	El Grado: tasa cementerio; precio público uso locales
	El Pueyo de Araguás, tasa expedición documentos; tasa visitas guiadas y teatralizadas; 

	12/6/20
	Aranda de Moncayo, tasa veladores; tasa cementerio
	 
	 
	Cosa, tasa licencia obras, ICIO
	Fiscal, tasa basuras
	 

	13/6/20
	Herrera de los Navarros, tasa cementerio; escuela de verano
	Zuera, precio público, actividades culturales y deportivas
	 
	 
	 
	 


II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

Incluimos referencias a actuaciones ante el Tribunal Supremo y ante el TSJ de Aragón.
1. Tribunal Supremo

Sistematizaremos el comentario de la siguiente manera: IBI (incluyendo cuestiones catastrales que inciden en este impuesto); IAE, ICIO; IIVTNU; tasas (utilización del dominio público, referidas en particular a la actividad que realizan determinadas empresas suministradoras de interés general); y aplicación de los tributos. Separaremos las sentencias de los autos de admisión o inadmisión del recurso de casación, indicando los más relevantes y novedosos, tratando de evitar repeticiones respecto de otros anteriores ya expuestos en sesiones anteriores. 
- IBI
El Tribunal Supremo ha resuelto la controvertida cuestión referida a la exención o no de los edificios de las universidades públicas. 

Se trata de las sentencias de 11 de mayo de 2020 (JUR 2020 153410, 153420, 156767) y 19 de mayo de 2020 (JUR 2020 153345). 
Las sentencias han sido promovidas en relación con conflictos relativos a edificios de la Universidad de León, pero son trasladables a cualquier otra universidad. El interés casacional estaba en determinar si la exención del IBI recogida en el artículo 80.1 de la Ley Orgánica de Universidades (LOU), para los inmuebles afectos a sus fines, se mantiene o no en vigor tras la ley 51/2002, de 27 de diciembre, cuya disposición derogatoria única podía haber aniquilado el referido beneficio fiscal. 
Dice el TS que es una exención en función de lo previsto en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. Que es una ex lege, no una exención rogada. Que no fue derogada por la reforma de las haciendas locales llevada a cabo por la Ley 51/2002. Y que la exención no ha sido sustituida por la bonificación potestativa prevista en el apartado 2bis del art. 74 del TRLHL, introducido en abril de 2007 (LOMLOU), del 95% a favor de los organismos públicos de investigación y los de enseñanza universitaria. De la tramitación parlamentaria se desprende que la voluntad del legislador no fue la de suprimir los beneficios fiscales previstos en el art. 80 de la LOU, sino la de añadir una bonificación potestativa. 

En relación con otra cuestión bien distinta el TS ha fijado doctrina en sentencia de 19 de mayo de 2020 (JUR 2020 153489). 

El Auto de admisión del recurso planteaba, en primer lugar, determinar, en una interpretación conjunta de los artículos 23 , 25 y 27 TRLCI y del artículo 2 y las normas 21, 22, 23 y 24 NTVCU, si la ausencia del estudio de mercado en el expediente administrativo de la ponencia de valores, aunque forme parte del mismo el documento de análisis y conclusiones de ese estudio de mercado, puede resultar contraria a los artículos 9.3 y 24.1 CE, por impedir a los interesados el cabal conocimiento de la íntegra motivación y fundamentación de la ponencia de valores cuando pretendan ejercitar su derecho a impugnarla en la vía revisora administrativa primero y jurisdiccional después. La respuesta es negativa. En segundo lugar pedía determinar si las tasaciones inmobiliarias efectuadas conforme a la metodología establecida en la OM ECO 805/2003 pueden ser válidas para desvirtuar la relación entre el valor catastral calculado conforme a los criterios de la ponencia de valores y el valor de mercado. La respuesta es que constituyen una prueba válida, pero a valorar por el Juez de Instancia libremente conforme a los criterios de la sana crítica para desvirtuar en su caso, la relación entre el valor catastral calculado conforme a los criterios de la ponencia de valores y el valor de mercado.

En cuanto a Autos que tramitan recursos de casación, en el marco de la nueva casación, podemos señalar los siguientes:
·  auto de 6 de marzo de 2020 (JUR 2020 81477) se admitió recurso de casación en el que se apreciaba la presencia de interés casacional objetivo, en estos términos: 

“Primera. Esclarecer si la exención en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles a favor de aquellos que sean propiedad del Estado, de las comunidades autónomas o de las entidades locales y que estén directamente afectos a los servicios educativos, regulada en el artículo 62.1.a) de la Ley de Haciendas Locales (…) es aplicable a la denominada Administración institucional o instrumental.
Segunda. Dilucidar si la expresión “directamente afectos a los servicios educativos” recogida en el precepto litigioso ha de interpretarse de forma restrictiva o permite incluir a aquellos bienes inmuebles relacionados indirectamente con la enseñanza, la investigación y la cultura, como suce con los pertenecientes al Consorcio Parque de las Ciencias.”
Las complejas relacione entre la impugnación del valor catastral y la del propio IBI son objeto de una nueva sentencia del TS, en este caso de fecha de 19 de febrero de 2020 (RJ 507). Como en otras ocasiones la cuestión que presentaba interés casacional era determinar si, con ocasión de la impugnación de liquidaciones del impuesto sobre bienes inmuebles y para obtener su anulación, el sujeto pasivo puede discutir la calificación (y la consiguiente valoración) catastral de su inmueble, cuando no lo hizo (o haciéndolo dejó que alcanzara firmeza) o no pudo hacerlo al tiempo en que le fue notificado individualmente el valor catastral del bien inmueble sujeto a tributación por dicho impuesto. 

Los sujetos pasivos impugnaron ante el Ayuntamiento los acuerdos de liquidación tributaria por el IBI, así como la providencia de apremio por impago de determinadas liquidaciones de este mismo impuesto.

La sala reitera lo señalado en anteriores sentencias y recalca que: 

· La impugnación contra los valores catastrales ha de plantearse ante el Tribunal Económico-Administrativo y no ante el Ayuntamiento.

· La impugnación de tales valores, mientras no recaiga resolución firme decidiendo el importe último en el que han de quedar fijados, y salvo que se haya obtenido la suspensión de su aplicación en las vías económico-administrativa o jurisdiccional, no impide a los Ayuntamientos liquidar con arreglo a ellos.

· El punto de conexión entre gestión catastral y gestión tributaria está en la determinación de la base imponible del impuesto, que viene constituida por el valor catastral, valor que es el resultado de la gestión catastral y el punto de partida para la gestión tributaria, de manera que esta última empieza donde termina la gestión catastral.

· La impugnación de la Liquidación debe plantearse ante el Ayuntamiento, y esta impugnación de la liquidación, en principio, no es cauce adecuado para combatir el valor catastral, ya que el fijado por el Estado a través de la Dirección General del Catastro vincula al Ayuntamiento y el conocimiento de su impugnación está reservado a la vía económico-administrativa.
· Que se permite la posibilidad de combatir el valor catastral mediante la impugnación dirigida directamente contra la liquidación en una serie de casos excepcionales y constatados de manera rigurosa y singularizada, tal y como ha ido reconociendo en diversas sentencias.
En el caso de autos no concurren esas circunstancias excepcionales y por eso no ha lugar a la casación. Los recurrentes no han acudido, pudiendo hacerlo, a la vía de impugnación de los acuerdos de valoración catastral que conocieron con motivo de las distintas alteraciones catastrales, ni han instado la alteración o rectificación de valor catastral ante el órgano administrativo competente. Es decir, que pudiendo haber alegado ante la administración competente las razones que ahora aducen para oponerse a la valoración catastral del inmueble, no lo hicieron ni han hecho el menor intento de trasladar ante la autoridad con competencia catastral la pretendida carencia de naturaleza urbana del inmueble. 
Las circunstancias excepcionales se darán, en cambio, en el caso resuelto por la sentencia de 18 de mayo de 2020 (JUR 2020 157863), rechazando el recurso que, en este caso, había interpuesto el ayuntamiento de Badajoz.
Finalmente la sentencia de 19 de mayo de 2020 (JUR 2020 JUR\2020\156737), aparte de seguir la línea de las anteriores, tenía que resolver algunas otras cuestiones, como las siguientes:

“Determinar qué trascendencia y efectos tienen sobre la impugnación de la liquidación del IBI los pronunciamientos judiciales contradictorios efectuados por la Audiencia Nacional y por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valencia, a que nos hemos referido repetidamente, sentencias que además se refieren a otros contribuyentes.

Precisar qué efectos proyecta sobre esa impugnación de la liquidación del IBI la sentencia de la Audiencia Nacional que declara ajustada a derecho la Ponencia de Valores del municipio en cuestión y que estima que existe estudio de mercado debidamente motivado".
Esta es la respuesta que da el tribunal:

“a) Carece de eficacia de cosa juzgada material respecto de liquidaciones del Impuesto sobre Bienes Inmuebles posteriores (como la que constituye el acto enjuiciado en este proceso) la decisión anterior, adoptada por el tribunal competente para enjuiciar la gestión tributaria, por la que se anula una liquidación de dicho impuesto por defectos formales de la Ponencia Valores.

b) Tal decisión no impide que el órgano judicial competente para enjuiciar esa misma Ponencia de Valores determine en el recurso dirigido frente a la misma -con plena cognición- si ésta es o no conforme a Derecho, incluida, lógicamente, la concurrencia o no de aquellos defectos formales.

c) No es posible anular la liquidación del Impuesto sobre Bienes Inmuebles por defectos de la Ponencia de Valores -constatados en procesos referidos a otros contribuyentes- cuando, como sucede en el caso que analizamos, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional ha declarado ajustada a derecho dicha Ponencia en sentencia firme.”
Otra sentencia de 18 de mayo de 2020 (JUR 2020 153321) resuelve la cuestión de determinar cuál es el alcance de la declaración de nulidad (ya sea total o parcial) de los valores catastrales en vía económico-administrativa o en vía judicial: si dicha nulidad conlleva también la nulidad de las liquidaciones del IBI, emitidas con posterioridad y basadas en aquellos valores catastrales o si, por el contrario, atendiendo al carácter bifásico del citado impuesto, dichas liquidaciones son válidas, en tanto que el Catastro no proceda a rectificar o modificar los valores catastrales, pudiendo ser giradas, incluso, con efectos retroactivos. Examinado el caso concreto, el TS considera que no puede considerarse en ningún caso que la actitud del sujeto pasivo ha sido poco diligente cuando (i) No está de acuerdo con los valores asignados a sus inmuebles, por lo que los impugna ante el órgano competente (el TEAR de Canarias, que controla la legalidad de la "gestión catastral"). (ii) Obtiene (de dicho órgano de revisión económico-administrativo) una resolución favorable a sus intereses por la que se anulan los valores catastrales y se ordena al Catastro efectuar una nueva valoración en atención a los parámetros que se recogen en la fundamentación jurídica de esa misma resolución. (iii) Discute (nuevamente ante el TEAR) la forma en que se ejecuta esa decisión (favorable a sus intereses) y espera la resolución que se dicte en el incidente de ejecución que se incoa. (y iv) Acude al ayuntamiento cuando, resuelto ese incidente, se constata que la liquidación municipal de IBI de los ejercicios concernidos se ajustó a unos valores declarados contrarios a Derecho por el TEAR. Dice el Alto Tribunal que el ayuntamiento debió anular las liquidaciones de IBI cuando comprobó su ilegalidad, en función de los principios de una buena administración y de no imponer al contribuyente una carga innecesaria, ilógica y desproporcionada. 

- IAE
El TS admite el recurso de casación preparado por una comercializadora eléctrica contra la Sentencia de 31 de enero de 2018, dictada el TSJ de Castilla y León, con sede en Valladolid. Es el auto de 13 de marzo de 2020 (JUR\2020\157687).
Las cuestiones que presentan interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia consisten en: 
1) Explicitar si conforme a las reglas de la instrucción contenida en el anexo II del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas, la actividad de comercialización de electricidad a consumidores finales, desplegada en todo el territorio nacional, debe encuadrarse en el epígrafe 659.9 del anexo I del citado Real Decreto Legislativo, que únicamente dispone de cuota municipal pero no provincial ni nacional, o bien debería encuadrarse en algún otro epígrafe (como, por ejemplo, el epígrafe 151.5, que lleva por título "transporte y distribución de energía eléctrica"), que contempla cuota municipal, pero también provincial y nacional.

2) Concretar qué ha de entenderse en tales casos como "lugar de realización de las actividades empresariales" a los efectos del cálculo del Impuesto sobre Actividades Económicas, conforme a lo previsto en el del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

3) Determinar, en el supuesto que de la interpretación de las normas precitadas deba entenderse que a la actividad de comercialización de energía eléctrica le corresponde un epígrafe que únicamente dispone de cuota municipal de Impuesto sobre Actividades Económicas -como sería, por ejemplo, el precitado epígrafe 659.9- que debe abonarse en cada municipio donde se tenga al menos un cliente, si la configuración en tales términos de referido tributo es constitucionalmente admisible y si resulta conforme con el Derecho de la Unión Europea.
- ICIO

Al igual que sucede con el IBI, el TS ha fijado doctrina en relación con la posible exención en el ICIO para las construcciones, instalaciones y obras en edificios universitarios, en virtud del artículo 80 de la LOU. El Alto Tribunal considera que han de aplicarse los mismos argumentos que en relación al IBI y que, por lo tanto, estas actuaciones en los bienes inmuebles afectos a los fines de las universidades se encuentran exentas. Se trata de la sentencia de 19 de mayo de 2020 (JUR 2020 157984).
Mediante auto de 21 de mayo de 2020 (JUR 2020 161994) se admitió recurso de casación en el que se apreciaba la presencia de interés casacional objetivo, en estos términos: 

“Determinar si el artículo 103.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, que aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, permite que la Administración practique la liquidación provisional del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras utilizando indistintamente cualquiera de los parámetros previstos en este precepto y, en particular, si puede determinar la base imponible en función de los índices o módulos establecidos en la correspondiente ordenanza fiscal aunque se haya presentado por parte del obligado tributario un presupuesto visado por el colegio oficial correspondiente.”

- IIVTNU

Son decenas las sentencias y autos del TS en relación con los problemas de constitucionalidad de este impuesto, sobre el que ya hemos hecho extensos comentarios en otras ocasiones. No hay en este período sentencias relativas a municipios aragoneses.
Las sentencias recopiladas son las siguientes:
	Fecha
	Ponente
	Referencia

	3/2/20
	Maurandi Guillén
	RJ 575

	26/2/20
	Díaz Delgado
	JUR 2020 156726

	 26/2/20
	Díaz Delgado
	JUR 2020 156752

	6/3/20
	Toledano Cantero
	RJ 867

	18/5/20
	Cudero Blas
	JUR 2020 153343

	18/5/20
	Cudero Blas
	JUR 2020 153435

	18/5/20
	Navarro Sanchis
	JUR 2020 156759

	19/5/20
	Díaz Delgado
	JUR 2020 157820

	19/5/20
	Díaz Delgado
	JUR 2020 157884


- Tasas por utilización del dominio público local: la cuestión de la cuantificación del transporte de electricidad, gas, etc.
En el recurso de casación admitido por el Auto del Tribunal Supremo de 14 de febrero de 2020 (JUR 2020 58918) se fija como cuestión con interés a resolver para la formación de jurisprudencia la siguiente:
“Precisar si la tasa prevista en el artículo 24.1.c) del Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales por utilización privativa o aprovechamientos especiales constituidos en el suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas municipales, y cuantificada en el 1,5 por 100 sobre los ingresos brutos procedentes de la facturación que obtengan anualmente en cada término municipal las empresas explotadoras de servicios de suministros que resulten de interés general o afecten a la generalidad o a una parte importante del vecindario, como sería el caso de una entidad concesionaria del servicio de abastecimiento de agua a un municipio, resulta compatible con el canon satisfecho en su día por la concesión municipal de tal servicio público.”
- Aplicación de los tributos

El TS declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra una Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, dictada en fecha 22-09-2017, estimatoria del recurso deducido frente a una Resolución de la Consejería de Hacienda y Sector Público del Principado de 28-10-2015, en materia de recaudación tributaria. Es la sentencia de 18 de mayo de 2020 (JUR 2020 153405). La cuestión planteada era esclarecer si, existiendo un Convenio con la Comunidad Autónoma sobre delegación de funciones de gestión y recaudación de tributos y otros ingresos municipales, la facultad de dictar providencias de apremio le corresponde a la Administración Pública delegante. 
Se confirma la incompetencia del órgano del Principado de Asturias que dictó la providencia de apremio, en tanto que, al no disponerse otra cosa en el Convenio, la providencia de apremio sobre deudas cuya gestión recaudatoria en periodo voluntario se ha realizado por el Ayuntamiento ha de dictarse por el órgano competente de este; de suerte que de haber llevado a cabo la gestión recaudatoria en período voluntario el órgano autonómico le correspondería a este el dictado de la providencia de apremio, lo que no es el caso. Abordando la respuesta a la cuestión formulada por el auto de admisión, ha de convenirse que para la determinación del órgano competente para dictar providencias de apremio ha de estarse a los términos del Convenio con la Comunidad Autónoma sobre la delegación de funciones de gestión y recaudación de tributos y otros ingresos municipales, en tanto que en el mismo debe plasmarse el marco competencial que se traspasa, que en definitiva determina el órgano u organismo responsable de dictar los actos administrativos de los que se han de derivar los efectos jurídicos propios de la concreta actividad material.
El TS admite el recurso de casación contra la Sentencia de 21 de junio de 2019, dictada por la AN. Es el auto de 6 de marzo de 2020 (RJ 989).
Las cuestiones que presentan interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia consisten en: 
“1) Determinar si es conforme a Derecho iniciar un procedimiento inspector con una propuesta de liquidación, sin que del desarrollo del mismo se constate una actividad investigadora significativa distinta a la realizada con anterioridad del inicio de la inspección tributaria.

2) Concretar, en el caso de que se considere que tal proceder es irregular por ser más propio de otros procedimientos de comprobación tributaria (con un plazo máximo de desarrollo menor), qué efectos jurídicos se derivarían de tal irregularidad.

3) Explicitar si las visitas a un local de negocio con el objeto de comprobar las circunstancias contenidas en una declaración tributaria (como serían los elementos declarados a efectos del IAE), a las que no se opuso el contribuyente y que fueron verificadas con anterioridad al inicio formal de un procedimiento de comprobación tributaria, (a) interrumpen la prescripción tributaria y, eventualmente, (b) deben considerase actuaciones a efectos del cómputo del plazo de duración máxima del correspondiente procedimiento de comprobación tributaria.”
Son temas generales, pero las actuaciones inspectoras se habían realizado cerca del IAE.
2. Tribunal Superior de Justicia de Aragón
No hay sentencias de nuestro tribunal superior que afecten a las haciendas locales en el período de referencia de este informe.
III) OTROS DOCUMENTOS

No hay nada reseñable en cuanto a proyectos normativos, ni en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, ni en el Boletín General de las Cortes de Aragón. 

Damos asimismo cuenta en este apartado de los informes de fiscalización de órganos de control externo que pueden interesar a las entidades locales aragonesas y que pueden consultarse con facilidad en los sitios web de los respectivos órganos. Pero no en el período de referencia no hay informes reseñables ni del Tribunal de Cuentas del Reino ni de la Cámara de Cuentas de Aragón. 
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